“Los tributos municipales en el marco del Convenio Multilateral”
Conclusiones de la comision nº 2

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 27 días del mes de junio de 2008, reunidos en la Sede del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires los integrantes de la Comisión N° 2 del Décimo Simposio de Legislación Tributaria Argentina, bajo la presidencia del Dr. C.P. Jorge M. Rodríguez Córdoba, la presidencia alterna del Dr. C.P. César M. Cavalli, la secretaría a cargo del Dr. C.P. Jorge A. Monti, y la relatoría a cargo del  Dr. C.P. Miguel A. F. Di Mascio, luego del tratamiento del tema a cargo de dicha Comisión a lo largo de los tres días de sesiones, manifiestan:
VISTO

a) Las directivas oportunamente impartidas por el Relator de la Comisión.

b) Las presentaciones realizadas por los panelistas integrantes de la Comisión, Doctores Abogado Mario Althabe, C.P. Elvira H. Balbo, C.P. Milton S. Bonacina, Abogado Enrique Bulit Goñi y C.P. Luis O. Guillermón.

c) El  trabajo presentado por el Dr. C.P. Fernando Gabriel Alegre. 

d) El material de consulta de la autoría de los Doctores C.P. Armando Lorenzo y César M. Cavalli. Y

e) Las intervenciones y opiniones de los asistentes y el enriquecedor debate desarrollado  acerca de los temas abordados durante el transcurso del trabajo de la Comisión.

LA COMISIÓN N° 2 DEL DÉCIMO SIMPOSIO SOBRE LEGISLACIÓN TRIBUTARIA ARGENTINA cree conveniente elevar las presentes
CONSIDERACIONES Y CONCLUSIONES

I. Consideraciones generales
Al haber adoptado nuestro país una estructura  de tipo federal en la que conviven distintos niveles de gobierno, el Convenio Multilateral tuvo y  tiene  como objeto esencial armonizar el ejercicio de las potestades fiscales de las provincias, cuando se trata de actividades ejercidas por un mismo contribuyente  en dos o más jurisdicciones, pero cuyos ingresos brutos, por provenir de un proceso único y económicamente inseparable, deben atribuirse, conjuntamente, a todas ellas, constituyéndose así en el acuerdo jurisdiccional que implementa la cláusula comercial de la Constitución Nacional.

Sin embargo, su normativa no se limita al objetivo descrito, sino que también contiene previsiones expresas en materia de tributos municipales,  que están contenidas en uno solo de sus artículos (artículo 35). 

Para que el caso quede comprendido en el marco de dicha disposición, se deben cumplir tres condiciones concurrentes:

1) Debe tratarse de actividades alcanzadas por el Convenio;

2) Debe tratarse de tributos que incidan sobre el comercio, la industria o actividades ejercidas en la jurisdicción, y

3) Debe tratarse de tributos establecidos sobre la base de ingresos brutos del contribuyente.

El límite impuesto por el primer párrafo del artículo 35 del Convenio, a la pretensión fiscal del conjunto de municipios de una provincia, debe ser necesariamente considerado cuando se tratan situaciones controvertidas relacionadas con temas como:

a) la recalificación de la actividad del contribuyente,

b) altas y bajas en la jurisdicción provincial,

c) imposición de montos mínimos y/o fijos,

d) revisión de los criterios de atribución de ingresos en el caso de regímenes especiales,

e) correcciones al coeficiente unificado en el caso del régimen general,

f) gravabilidad de conceptos exentos a nivel provincial,

g) tratamiento de las exportaciones, etc. 

En los restantes  párrafos del citado artículo se establecen normas para la atribución del monto imponible entre los municipios, disponiendo el segundo que la misma se hará con arreglo a las disposiciones del Convenio, en tanto no existiere un acuerdo interjurisdiccional que reemplace la citada distribución.

En la práctica se observa, no obstante, que no están vigentes acuerdos de tal naturaleza, existiendo intentos de formalizarlos en algunos casos concretos.

El tercer párrafo, por su parte, dispone que cuando las normas legales vigentes sólo permitan la percepción de los tributos a las jurisdicciones en las que exista local, establecimiento u oficina donde se desarrolle la actividad gravada, éstas podrán gravar en conjunto el 100% del monto imponible atribuible al Fisco Provincial.

Asimismo resulta necesario considerar si resultan aplicables, en materia de tributos municipales, las disposiciones del Protocolo Adicional al Convenio Multilateral.

Toda la problemática hasta aquí descripta se ve particularmente agravada por la circunstancia de que nuestro país está compuesto más de dos mil doscientos municipios, comunas y entes similares.

II. Consideraciones particulares

II.1. Cuestiones referidas al límite establecido respecto del ejercicio de potestades fiscales municipales, por el primer párrafo del artículo 35

El primer párrafo del artículo 35 fija un límite a la pretensión fiscal conjunta de todos los municipios integrantes de una jurisdicción provincial, el cual está dado por el monto de ingresos brutos atribuibles a tal provincia, por aplicación de las normas del Convenio Multilateral.

Ello requiere discernir si el límite se refiere al monto de ingresos  brutos atribuibles a la jurisdicción o sólo a la base imponible provincial respectiva.

Como particular expresión de este dilema, encontramos el tratamiento a dispensar a los ingresos provenientes de exportaciones.

En tal sentido, dejando a salvo las consideraciones relativas a la constitucionalidad de la aplicación de tributos locales sobre los mencionados ingresos y su adecuación a los acuerdos que constituyen el denominado “derecho intrafederal” (entre los cuales cabe destacar la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos), debería analizarse la inclusión en la determinación de coeficientes, conforme el régimen general del artículo 2°, de los ingresos y gastos relacionados con la exportación.

Desde otro punto de vista, la circunstancia de que ciertos fiscos municipales fijen montos mínimos para sus tasas, constituye asimismo un factor que debe evaluarse en el marco del límite mencionado.

Al respecto, la jurisprudencia emanada de las Comisiones Arbitral y Plenaria, posteriormente plasmadas en sus disposiciones interpretativas, presume que la sola imposición de mínimos no vulnera el aludido límite, salvo prueba en contrario a cargo del administrado.

En cambio, en materia de importes fijos, es decir en aquellos casos en que la imposición se establece en base a parámetros diferentes del monto de ingresos, dichos organismos han concluido reconociendo su incompetencia para expedirse sobre el particular. 

En otro orden, la pretensión de los fiscos municipales de recalificar la actividad del contribuyente, a efectos de la aplicación de un régimen (general o especial) distinto del adoptado por aquél para encuadrar su actividad, o la pretensión de recalcular el coeficiente unificado, en el caso del régimen general, sin que la provincia haya manifestado impugnación alguna al criterio seguido por el contribuyente, podría vulnerar el mencionado límite.

II.2. Pautas para la atribución de ingresos en el “convenio intermunicipal”

El Convenio contempla, como principio general, la distribución de ingresos entre los municipios de una misma provincia, sobre la base de un acuerdo interjurisdiccional.

En defecto de la existencia del mismo, se aplicarán los principios generales del Convenio.

En materia de actividades alcanzadas por los regímenes especiales, suelen presentarse dificultades al pretender aplicar el segundo párrafo del artículo 35.

Es así, ya que aun cuando resulta posible atribuir los ingresos a la provincia, en base a los citados regímenes, ello no siempre puede trasladarse a la distribución intermunicipal, tal como puede deducirse de lo dispuesto por los artículos 49 y 56 de la Resolución General (CA) 1/2008.

De dichos artículos surgiría una dicotomía entre la aplicación del propio régimen especial o del general, a los fines de la distribución secundaria (entre los municipios involucrados) de los ingresos, no resuelta.

II.3. Naturaleza de las normas que exijan la existencia de local o establecimiento

El tercer párrafo del art. 35 establece que, cuando estén vigentes normas legales que sólo permitan la percepción de tributos municipales en aquellos casos en que exista local, establecimiento u oficina donde se desarrolle la actividad gravada, los municipios referidos podrán gravar, en conjunto, el ciento por ciento del monto imponible atribuible a la provincia respectiva.

Tal disposición conlleva la controversia acerca de cuál debería ser el nivel de gobierno del cual emane la norma que imponga el requisito antes señalado. En otras palabras, se trata de establecer si resultaría suficiente una norma de rango municipal o si, por el contrario, es  indispensable que se trate de una disposición provincial.

En vista de la gran cantidad de municipios con que cuenta nuestro país y la diversidad de criterio que éstos aplican, esta discusión plantea una severa incertidumbre en la determinación tributaria, con el consecuente dispendio procesal.

Al respecto, las opiniones doctrinarias resultan, en general, contestes en afirmar  que debe tratarse de una norma de rango provincial.

En el mismo sentido se han expedido los organismos de aplicación del Convenio Multilateral.

Ello sin perjuicio de la discusión referida a la legalidad de la aplicación de tasas retributivas de servicios sin la existencia de local, establecimiento, oficina, etcétera, en el municipio.

II.4. Aspectos procedimentales

En lo atinente al Protocolo Adicional, no existen casos concretos en los que los organismos de aplicación del Convenio, se hayan expedido sobre su aplicación a las controversias en materia municipal.

Cuando el contribuyente hace uso de las vías recursivas ante los organismos del Convenio, debe simultáneamente interponer el primer recurso ante el fisco municipal respectivo.

Ello hace que se tramiten, paralelamente, dos procedimientos referidos al mismo acto.

En tal marco, si el recurso local fuera resuelto antes de agotada la vía intentada ante los organismos de aplicación del Convenio, devendría abstracta la resolución de éstos sobre el particular, en tanto no se reglamente el efecto suspensivo del procedimiento local.

Por otra parte, es dable observar que algunos fiscos municipales desconocen las resoluciones firmes emanadas de los organismos de aplicación del Convenio Multilateral, incumpliendo así las obligaciones establecidas por la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos.

III. CONCLUSIONES

1. El límite a la pretensión municipal, impuesto por el primer párrafo del artículo 35 del Convenio Multilateral, debe entenderse como referido al monto de ingresos  brutos atribuibles a la jurisdicción, lo que no impide la imposición, por parte de los municipios que así lo decidieran, de conceptos no sometidos a la tributación provincial.

2. Lo antes expresado resulta igualmente aplicable al caso de los ingresos provenientes de exportaciones, sin perjuicio de las consideraciones que, sobre el tratamiento de los mismos, deban efectuarse en materia de política fiscal, de la primacía de las normas constitucionales y del derecho intrafederal, y de su exclusión de la conformación de los coeficientes unificados de distribución, conforme las normas hoy vigentes.

3. En lo que respecta a la fijación de importes mínimos de imposición municipal, debería retornarse al sano criterio anteriormente establecido por la Comisión Arbitral, en punto a presumir que tales mínimos vulneran el límite de atribución de ingresos (primer párrafo del artículo 35 del Convenio), en sustitución de la presunción contraria actualmente vigente. 

4. Tratándose de importes fijos, aplicados en base a parámetros diferentes del ingreso, la naturaleza económica de la cuestión no se altera en comparación con los aludidos mínimos. En consecuencia, ésta debería ser materia de competencia del Convenio Multilateral y de sus organismos de aplicación.

5. Para poder proceder a la recalificación de las actividades desarrolladas por los contribuyentes, incluyendo el cuestionamiento del régimen general o especial adoptado, o bien rectificar los coeficientes de distribución determinados por los contribuyentes, los fiscos municipales deberían, previamente, dar intervención al fisco provincial respectivo, para lograr la impugnación del criterio seguido por el contribuyente, so pena de incurrir en exceso al límite de atribución del ingreso establecido en el primer párrafo del artículo 35.

6. Con la finalidad de dar mayor certeza a las determinaciones tributarias y homogeneizar los criterios de atribución, resulta conveniente profundizar el análisis de las ventajas y desventajas que proporcionaría la existencia de convenios interjurisdiccionales para la distribución de los ingresos entre los municipios de una misma provincia, en sustitución de la aplicación de las pautas generales del Convenio.

Sin perjuicio de ello, debería propiciarse la creación, en el ámbito de la Comisión Arbitral, de una subcomisión de trabajo destinada a estudiar la problemática de la tributación municipal en el marco del Convenio Multilateral.

7. La dicotomía entre la aplicación de los regímenes especiales y el general, a los fines de la distribución secundaria entre municipios, de los ingresos atribuidos primariamente en virtud de un régimen especial, debería ser resuelta con carácter general por la Comisión Arbitral, a partir de un profundo análisis de los hechos y circunstancias que inciden en los diferentes regímenes especiales.

8. La aplicación de las disposiciones del tercer párrafo del art. 35 del CM, requiere, ineludiblemente, que la norma que, en su caso, exija contar con establecimiento en el municipio para poder imponer el pago de tasas, tenga rango provincial. 


En tal sentido, la Comisión Arbitral debería dictar una norma de carácter general e interpretativo, que fije tal alcance.

9. Las normas del Protocolo Adicional al Convenio Multilateral resultan plenamente aplicables, en materia de los tributos municipales, tratándose de contribuyentes alcanzados por dicho régimen.

10. La Comisión Arbitral debería propiciar que las jurisdicciones locales incorporen, en sus normas de procedimiento, el efecto suspensivo respecto del procedimiento local, en los casos de acciones interpuestas ante las Comisiones Arbitral y Plenaria, hasta tanto se agote la vía administrativa ante dichos organismos.

11. La Comisión Federal de Impuestos debería arbitrar los medios para impulsar la ejecutoriedad de las resoluciones firmes de las Comisiones Arbitral y Plenaria, frente a su incumplimiento por parte de los fiscos municipales.
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